
Aunque los peritajes judiciales en materia de prevención de riesgos labo-
rales vienen haciéndose desde que este medio de prueba forma parte del
ordenamiento jurídico procesal español, lo cierto es que no es hasta la pro-
mulgación de la actual Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de
Riesgos Laborales, y del Real Decreto 39/1997, de 17 de enero, por el que
se aprueba el Reglamento de los Servicios de Prevención, cuando, al crear
y regular la figura del profesional experto en Prevención de Riesgos
Laborales (el Técnico Superior en Prevención de Riesgos Laborales), se
dota de contenido a esta figura, objeto de la presente obra. 

Nace así, indirectamente, el profesional capacitado y con la formación
adecuada para auxiliar a la Administración de Justicia en todos aquellos
procesos en los que sea necesario dictaminar sobre circunstancias o
hechos relacionados con la seguridad y salud laboral. Se trata de un pro-
fesional con unos conocimientos no sólo técnicos, sino jurídicos, tanto
desde el punto de vista preventivo como procesal, con experiencia en las
materias objeto de la pericia, en el que convergen las características y
condiciones necesarias para llevar a cabo esta labor.

Pero no es suficiente con la experiencia y conocimientos en preven-
ción de riesgos laborales, sino que se precisa, igualmente, una formación
específica en el peritaje aplicado a las distintas disciplinas preventivas,
así como en Derecho procesal y en todos los aspectos relacionados con
la emisión de dictámenes periciales.

La multitud de procesos judiciales que se sustancian en la actuali-
dad, relacionados con la seguridad y salud en el trabajo (accidentes
laborales, enfermedades profesionales, casos de acoso en el trabajo,
etc.) hace del perito judicial en prevención de riesgos laborales un pro-
fesional con un amplio campo de acción para desarrollar su actividad
profesional en esta materia. Desgraciadamente, las altas cifras de
siniestralidad laboral sitúan al perito judicial en prevención de riesgos
laborales en una situación óptima y con unas expectativas de ocupación
más que halagüeñas para desarrollar su trabajo como tal. No se trata
de una actividad en exclusiva, sino de una actividad complementaria que
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puede generar al perito unos ingresos adicionales a tener en cuenta.
Además, será su actividad principal como auditor o técnico en preven-
ción de riesgos laborales la que le otorgue el prestigio, capacidad y posi-
ción para que sus servicios como perito sean más o menos demanda-
dos.

El profundo conocimiento de la normativa en materia de prevención de
riesgos laborales a que nos ha llevado nuestra dilatada experiencia como
auditores legales en esta materia, en unos casos, y como perito judicial,
en otros, es uno de los pilares fundamentales que nos ha permitido
diseccionar los distintos ámbitos de la prevención para dar nuestra visión
particular sobre cómo llevar a cabo la actividad de peritaje judicial en
este campo profesional. Iremos viendo, paso a paso, cómo se peritan
judicialmente cada uno de los requisitos del sistema preventivo de la
empresa, deteniéndonos en aquellos aspectos principales a los que el
perito debe prestar especial atención.

Se trata, en definitiva, esta obra, de una herramienta práctica que
sirva de ayuda al futuro perito judicial en prevención de riesgos laborales
para afrontar su trabajo con garantías, profesionalidad y competencia.

La obra se estructura en tres capítulos y un anexo práctico. En el pri-
mer capítulo se hace un recorrido por la figura del perito en el ordena-
miento jurídico español, su regulación, deberes, responsabilidades,
etc. 

El segundo capítulo, tras hacer un breve repaso al marco legal en
materia de prevención de riesgos laborales, analiza los principales ele-
mentos del sistema de gestión de la seguridad y salud en el trabajo que
el perito debe considerar o tener en cuenta para sostener una postura
determinada y defender su dictamen con solvencia.

En el siguiente capítulo, el tercero, analizamos las distintas técnicas
y la metodología que el perito tendrá en su mano para realizar adecua-
damente su trabajo. 

Perito Judicial en Prevención de Riesgos Laborales
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Para finalizar, el anexo nos muestra el resultado final de la labor del
perito, el dictamen o informe pericial en el que éste plasma sus conclu-
siones. 

Con esto, siguiendo la tendencia eminentemente práctica de nuestras
anteriores obras, queremos alejarnos de otros libros que se limitan, por
una parte, a incluir un tratado jurídico sobre la figura del perito y, por otra,
a realizar un repaso por todos los temas del Máster en Prevención de
Riesgos Laborales. Este libro no está destinado ni a abogados o juristas,
ni a legos en materia de seguridad y salud, sino a expertos y profesiona-
les de la prevención que buscan formarse en el campo del peritaje judicial
para ampliar su ámbito de actuación y hacerlo con seguridad y solvencia.

Esperamos obtener con este libro la misma satisfacción que hemos
conseguido con los anteriores y que la intención que nos llevó a escribir-
lo, que no es otra que ser útil al lector, se cumpla igualmente.
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CAPÍTULO 1

EL PERITO EN EL ORDENAMIENTO
JURÍDICO ESPAÑOL.

NOTAS CARACTERÍSTICAS
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1.1. INTRODUCCIÓN

En primer lugar, hemos de hacer una serie de observaciones sobre
el contenido de este capítulo, que pretende transmitir, desde una pers-
pectiva básica y práctica, la especialidad de esta materia a todos
aquellos que se acercan por primera vez a la actividad pericial en el
proceso judicial.

En segundo lugar, cabe indicar que este capítulo está redactado por
juristas y peritos judiciales, que trabajan activamente en la práctica de la
prueba pericial en los distintos procesos judiciales, y es necesario, como
no puede ser de otra forma, contar con el ordenamiento jurídico aplicable
como punto de partida para introducirse en la materia.

Es preciso también hacer constar la importancia que ha cobrado la
prueba pericial dentro de los diferentes órdenes jurisdiccionales teniendo,
todos ellos, su apoyo en la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento
Civil (en adelante LEC), que es a la que acuden las demás normas con
carácter supletorio en lo no regulado en ellas, tal y como preceptúa el art.
4 de la LEC:

“En defecto de disposiciones en las leyes que regulan los procesos
penales, contencioso-administrativos, laborales y militares, serán
de aplicación, a todos ellos, los preceptos de la presente Ley”.

La actuación pericial es trascendental en el procedimiento judicial y es
necesario hacerla constar en el texto que se presenta, dado que la prue-
ba pericial ayuda a configurar la convicción del juzgador en la emisión de
su resolución judicial en el asunto objeto de conflicto y en las distintas
clases de procesos. Tiene por ello especial relevancia la actuación del
perito como profesional, y el trabajo desarrollado en este capítulo ayu-
dará a introducirse en el ámbito pericial para conocer la cualificación pro-
fesional, la condición de perito, su naturaleza jurídica y su designación
por las distintas partes intervinientes, así como la estructura y conteni-
do del dictamen pericial.
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1.2. CONCEPTO DE PERITO Y CLASES

Perito se puede definir, coloquialmente, como aquella persona espe-
cialmente cualificada o versada en razón de sus conocimientos especia-
lizados en cualquier ciencia, arte, técnica, práctica u oficio.

La Real Academia Española de la Lengua lo define del siguiente modo:

“(Del lat. peritus).

1. adj. Entendido, experimentado, hábil, práctico en una ciencia o
arte. U. t. c. s.

2. m. y f. Ingeniero técnico. 
3. m. y f. Der. Persona que, poseyendo determinados conocimientos

científicos, artísticos, técnicos o prácticos, informa, bajo jura-
mento, al juzgador sobre puntos litigiosos en cuanto se relacionan
con su especial saber o experiencia”. 

La Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, en su artí-
culo 335.1 establece que: “Cuando sean necesarios conocimientos
científicos, artísticos, técnicos o prácticos para valorar hechos o cir-
cunstancias relevantes en el asunto o adquirir certeza sobre ellos, las
partes podrán aportar al proceso el dictamen de peritos que posean los
conocimientos correspondientes o solicitar, en los casos previstos en
esta ley, que se emita dictamen por perito designado por el tribunal”.

Se discute desde hace tiempo, y enfrenta a diferentes estudiosos en
la materia, la definición, naturaleza jurídica y función del perito, al que
hay quienes califican como sujeto de medio de prueba, y otros como
auxiliar o colaborador técnico del juez, si bien se debe entender, aten-
diendo a su función, como figura mixta entre éstos, pues de una parte
suministra al tribunal conocimientos científicos, artísticos, técnicos o
prácticos para valorar hechos o circunstancias relevantes en el asunto
o tener certeza de los mismos y de otra no deja de ser un medio de
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prueba más que será valorado por el juez conforme a las reglas de la
sana crítica.

Por lo tanto, se puede definir la prueba pericial como un medio de prue-
ba indirecto y de carácter científico por el cual se pretende que el juez, que
desconoce ciertos campos del saber humano, pueda valorar y apreciar téc-
nicamente unos hechos que ya han sido aportados a la contienda judicial
por otros medios, y así tener conocimiento de su significación científica,
artística o técnica, siempre que tales conocimientos especiales sean úti-
les, provechosos u oportunos para clarificar algún hecho controvertido.

1.3. CONDICIÓN DE PERITO

En cuanto a la actuación pericial, dada la naturaleza multidisciplinar
de las distintas especialidades que abarcan las más diversas áreas del
conocimiento y el saber, en principio podría decirse, de forma genérica,
que hay tantos peritos como profesiones existen.

La condición de perito la trata exhaustivamente la Ley de
Enjuiciamiento Civil; así, conforme al artículo 340.1:

“Los peritos deberán poseer el título oficial que corresponda a la
materia objeto del dictamen y a la naturaleza de éste. Si se trata-
re de materias que no estén comprendidas en títulos profesiona-
les oficiales, habrán de ser nombrados entre personas entendidas
en aquellas materias”.

A su vez, el artículo 340.2 dispone que:

“Podrá asimismo solicitarse dictamen de Academias e institucio-
nes culturales y científicas que se ocupen del estudio de las mate-
rias correspondientes al objeto de la pericia. También podrán emi-
tir dictamen sobre cuestiones específicas las personas jurídicas
legalmente habilitadas para ello”.
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El artículo 341 expone:

“1. En el mes de enero de cada año se interesará de los distintos
Colegios profesionales o, en su defecto, de entidades análogas,
así como de las Academias e instituciones culturales y científicas
a que se refiere el apartado segundo del artículo anterior el envío
de una lista de colegiados o asociados dispuestos a actuar como
peritos. (...)
2. Cuando haya de designarse perito a persona sin título oficial,
práctica o entendida en la materia, previa citación de las partes, se
realizará designación por el procedimiento establecido en el apar-
tado anterior, usándose para ello una lista de personas que cada
año se solicitará de sindicatos, asociaciones y entidades apropia-
das, y que deberá estar integrada por al menos cinco de aquellas
personas. Si, por razón de la singularidad de la materia de dicta-
men, únicamente se dispusiera del nombre de una persona enten-
dida o práctica, se recabará de las partes su consentimiento y sólo
si todas lo otorgan se designará perito a esa persona”.

En conclusión, en cuanto a la condición de perito podemos concretar,
siguiendo la legislación y resoluciones actuales, lo siguiente:

• Si la materia objeto de la pericia pertenece a un ámbito del cono-
cimiento de una titulación oficial colegiada, deberá nombrarse con
preferencia a un profesional colegiado especialista en el objeto
de la pericia.

Ante las controversias surgidas en el nombramiento de peritos, en
los juzgados y tribunales de justicia, parece ser que ha quedado
solventado a través de la Resolución dictada por el Pleno del
Consejo General del Poder Judicial, de fecha 13 de mayo de
2008, en el recurso de alzada interpuesto por el Presidente del
Consejo General y del Consejo Rector de los Colegios Oficiales de
Agentes de la Propiedad Inmobiliaria de España.
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Conforme a esta resolución, el nombramiento de perito en la prác-
tica debe hacerse de la siguiente forma: para la designación de
perito deben seguirse en todo caso los trámites establecidos en el
artículo 341 de la LEC, acudiendo, en primer lugar, a los listados
facilitados por los distintos Colegios profesionales, excluyendo
consecuentemente los listados facilitados por las asociaciones pri-
vadas de índole meramente civil, o personas particulares que se
ofrezcan para emitir pericias, cuando pueda ser realizado por peri-
tos colegiados en alguno de los Colegios profesionales cuyo lista-
do haya sido facilitado al Juzgado o al decano correspondiente.

Por lo expuesto se da preferencia en la condición de perito a los
profesionales titulados (oficiales) colegiados; en defecto de
éstos, se podrá acudir a titulados o expertos en la materia objeto
del dictamen a emitir. 

• En otro orden, y sin perjuicio de lo anterior, cabe indicar que podrá
asimismo solicitarse dictamen de Academias e instituciones cul-
turales y científicas que se ocupen del estudio de las materias
correspondientes al objeto de la pericia; pero, como decimos,
siempre en ausencia de especialistas colegiados.

• También podrán emitir dictamen sobre cuestiones específicas las
personas jurídicas legalmente habilitadas para ello. De hecho, hoy
en día y gracias a nuestra legislación mercantil existen las deno-
minadas sociedades profesionales, que como tales tienen perso-
nalidad jurídica propia, y que, para la intervención como perito,
deberán en cualquier caso reunir las condiciones exigibles para
cumplir con su condición, si bien la práctica habitual es que la
pericia como tal se realice por persona física, con independencia
o no a su pertenencia a una sociedad profesional.

• En la actualidad viene a ser habitual que expertos en distintas
materias con diferente titulación, al carecer de Colegio profesio-
nal, se unan conforme a su especialidad en “asociaciones”, para
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reforzar sus intereses como colectivo, ofreciendo servicios a ter-
ceros de distinta naturaleza, entre ellos los de perito.

Atendiendo a la materia de este libro y conforme a la titulación de
Prevención en Riesgos Laborales regulada por el Real Decreto
39/1997, de 17 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de los
Servicios de Prevención, y la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de
Prevención de Riesgos Laborales, hemos de indicar que, si bien no es
una titulación colegiada, al no estar tutelada por un Colegio profesio-
nal, sí se trata de una titulación oficial específicamente reglamentada,
por lo que en las materias reguladas en su titulación podrán ostentar la
condición de peritos tanto judiciales como de parte.

1.4. DESIGNACIÓN DE PERITO

En los procedimientos judiciales, las pruebas periciales deben ser apor-
tadas o solicitadas por las partes, con salvedades en los diferentes órde-
nes jurisdiccionales, de tal manera que éstas podrán encomendar de forma
independiente o fuera del proceso la confección de informes que avalen sus
posturas y posteriormente ser aportados para que sean valorados en el pro-
ceso en cuestión, o bien solicitando que sean designados judicialmente.

Dicho lo anterior, no se puede descartar lo establecido en la LEC,
dado que, en los casos en los que sea precisa la asistencia jurídica gra-
tuita, conlleva la posibilidad de proceder a la designación del perito
solicitado a instancia de parte conforme establece el artículo 339:

“Artículo 339. Solicitud de designación de peritos por el tribunal y
resolución judicial sobre dicha solicitud. Designación de peritos por el
tribunal, sin instancia de parte.

1. Si cualquiera de las partes fuese titular de derecho de asistencia
jurídica gratuita, no tendrá que aportar con la demanda o la contestación
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el dictamen pericial, sino simplemente anunciarlo, a los efectos de que
se proceda a la designación judicial de perito, conforme a lo que se esta-
blece en la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita”.

Existen diferentes procedimientos judiciales en los que la designa-
ción del perito se hace de oficio por el tribunal. En el orden civil, nos
encontramos con los supuestos de declaración o impugnación de la
filiación, paternidad y maternidad (767 LEC); sobre la capacidad de las
personas, es decir, procesos de incapacitación y reintegración de la
capacidad o modificación de la incapacitación (ar t. 759 y ss. LEC), así
como en los procesos matrimoniales, que será la pericial psico-social
del equipo adscrito al Juzgado, o en su caso, por el psicólogo nom-
brado por el Juzgado. En el orden penal es en el que cobra, en mate-
ria pericial, total trascendencia el médico forense, si bien, tal y como
preceptúa el ar tículo 456 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, “El
Juez acordará el informe pericial cuando, para conocer o apreciar
algún hecho o circunstancia importante en el sumario, fuesen nece-
sarios o convenientes conocimientos científicos o ar tísticos”. En el
orden social laboral, y en vir tud de la Ley 36/2011, de 10 de octubre,
Reguladora de la Jurisdicción Social (en adelante LRJS), aparecen
otras figuras, como son los dictámenes de personas expertas, encon-
trándonos, como en el orden penal, con la figura del médico forense
(art. 93 LRJS), los informes de la comisión paritaria del convenio
colectivo, los dictámenes de específicos organismos públicos, todo
ello tal y como se regula en el ar tículo 95 de la Ley Reguladora de la
Jurisdicción Social, y que se configura como pericias que sirven de
auxilio al juzgador.

En todos los procedimientos judiciales de los diferentes órdenes juris-
diccionales (civil, penal, social y contencioso-administrativo) en los que la
materia objeto de conflicto esté entre las funciones propias y reglamen-
tadas en la titulación de prevención de riesgos laborales, las partes, o el
propio tribunal, podrán designar a dichos titulados como peritos al obje-
to de emitir el correspondiente dictamen pericial.
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Dicho lo anterior, los peritos se pueden clasificar en:

• Peritos de parte. Pueden ser libremente designados por las par-
tes en el procedimiento, realizándose el dictamen fuera del mismo
(extrajudicialmente), para ser aportado más adelante junto a la
demanda o con la contestación a ésta, si bien el dictamen podrá
ser aportado posteriormente cuando las partes así lo hicieran
constar en sus respectivos escritos en el supuesto de que no les
hubiera sido posible hacerlo con la presentación de los mismos
(teniendo en cuenta el orden jurisdiccional y el procedimiento judi-
cial en el que nos encontremos).

• Perito designado judicialmente. Denominado popularmente “peri-
to judicial”, es designado en el propio procedimiento judicial cuan-
do una de las partes así lo ha propuesto como prueba con la
demanda o con la contestación a la misma (con las salvedades o
especialidades recogidas en la legislación correspondiente), o en
aquellos supuestos en los que es el propio tribunal de oficio el
que los designa.

1.5. DERECHOS Y DEBERES DEL PERITO

1.5.1. Derechos: aceptación y provisión de fondos

En aquellos procedimientos en los que la parte ha recurrido a los ser-
vicios del perito, no hay duda de que es la misma quien deberá abonarle
los honorarios correspondientes, sin perjuicio de que posteriormente los
pueda o no repercutir como costas del procedimiento. 

En los supuestos en los que la designación se ha realizado judicial-
mente, cobra especial relevancia tanto la aceptación del cargo como la
solicitud de provisión de fondos.

En los procesos civiles es imprescindible la aceptación expresa del
perito tal y como se establece en la LEC (art. 342.1):
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“1. En el plazo de cinco días desde la designación, se comunica-
rá ésta al perito titular, requiriéndole para que, dentro de otros
cinco días, manifieste si acepta el cargo. En caso afirmativo, se
efectuará el nombramiento y el perito hará, en la forma en que se
disponga, la manifestación bajo juramento o promesa que ordena
el apartado 2 del artículo 335”.

Es muy importante que, antes de la aceptación, el perito deba cono-
cer en qué consiste el objeto de la pericia; para ello en el Juzgado
correspondiente verificará la información necesaria del trabajo, dado
que puede que éste no sea propio de su especialidad como experto, y en
tal caso no lo deberá aceptar. 

También puede haber otras circunstancias que se deben conocer y
tener en cuenta antes de la aceptación, como son aquellas que pue-
dan dar lugar a la recusación del perito. Entre otras causas, podemos
citar: parentesco, interés directo en el asunto, contraposición de intere-
ses, amistad o enemistad con las partes, o sus procuradores o aboga-
dos. También puede haber otras causas debidamente acreditadas, por
lo que se debe ver en el procedimiento quiénes son las partes en el
mismo.

Una vez aceptado el encargo, es un derecho solicitar la provisión de
fondos, que, si no se realiza en ese mismo acto, se debe hacer en los
tres días siguientes al de la aceptación, pues este método garantizará
cubrir los gastos necesarios, ya desde el inicio del trabajo encomendado.

El artículo 342.3 LEC expone:

“3. El perito designado podrá solicitar, en los tres días siguientes
a su nombramiento, la provisión de fondos que considere nece-
saria, que será a cuenta de la liquidación final. El tribunal, median-
te providencia, decidirá sobre la provisión solicitada y ordenará a
la parte o partes que hubiesen propuesto la prueba pericial y no
tuviesen derecho a la asistencia jurídica gratuita, que procedan a
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